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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Alfredo Asti 


MIEMBROS: Señores Representantes Pablo D. Abdala, Gustavo Bernini, Germán Cardoso, José Carlos 
Cardoso, Jorge Gandini, Andrés Lima, Gonzalo Mujica, Lourdes Ontaneda, Iván Posada y 
Alejandro Sánchez. 


INVITADOS: Por la Administración Nacional de Puertos, ingeniero naval Alberto Díaz, Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir al Presidente de la Administración Nacional de Puertos, 
ingeniero naval Alberto Díaz. 


Lo hemos convocado a fin de conocer su opinión sobre un proyecto de ley que ha sido iniciativa 
parlamentaria de legisladores de esta Cámara por el cual se pretende incluir los servicios de dragado de la 
Administración Nacional de Puertos, en el literal U) del artículo 33 del TOCAF, que refiere a otros 
organismos públicos. Queremos saber por qué es necesario hacer esta modificación, que otorgaría ciertas 
facultades a la Administración para contratar. 


Como dije, la intención es establecer por vía de una interpretación que la actividad de dragado que desarrolla 
la Administración Nacional de Puertos esté comprendida en las disposiciones del actual literal U) del 
artículo 108 de la Ley N* 18.172, es decir, del artículo 33 del TOCAF. 


SEÑOR DÍAZ.- Muchas gracias por recibirme. Pensé que en esta instancia iba a tener acompañantes 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, pero no es así. Sin embargo, no tengo problemas en 
comentar el alcance de lo que estamos pidiendo. 


En realidad, el año pasado nosotros consideramos que esto ya estaba incluido. El artículo marca la exclusión 
o el carácter de excepción para los organismos que están en competencia. En el período anterior, nosotros 
junto con la OPP vimos que la ANP sí estaba en competencia con otros puertos de la región. O sea que para 
nosotros estaba claro que éramos alcanzados por el artículo. 


El dragado es muy importante porque si nos va mal, la carga se desvía. Según la época del año, pueden 
presentarse problemas que hagan que debamos recurrir a una herramienta especial. Si se pudiera prever todo, 
esta herramienta no sería necesaria; si se pudiera prever el mantenimiento, las licitaciones internacionales y 
tener todo armado para trabajar en forma adecuada en la planificación del dragado, esto no sería necesario. 
Pero los imponderables suceden: las licitaciones se demoran y los equipos se rompen. Además, no siempre 
podemos utilizar el literal especial que refiere a razones de urgencia, que está en el TOCAF. Algunas veces 
hemos recurrido a este mecanismo pero requiere la aprobación del Ministerio de Economía y Finanzas, por lo 
que el trámite demora alrededor de dos meses. 


Cuando conversamos sobre esto con integrantes del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y con nuestros 
abogados, claramente ninguno interpretó que estábamos comprendidos en la redacción vigente en lo que 
refiere a la competencia. Esto sí estaba claro para otros organismos como, por ejemplo, ANCEL, que 
estuvieran en competencia local. Es decir que se consideró que la competencia internacional no estaba 
incluida. 


Por esta razón solicitamos que a texto expreso se incluya a la Administración Nacional de Puertos, pero no 
para cualquier compra sino solo para las que están relacionadas con el sistema de dragado. Este es el motivo 
por el que solicitamos una interpretación de este estilo. 


A modo de ejemplo les comento que en el último año tuvimos dos dragas en servicio, pero una trabajó muy 
pocos días porque tuvo una rotura grande. Esta máquina recién retomó servicios ahora, casi nueve meses 
después. Si hubiéramos trabajado con una empresa privada, esto no hubiera pasado; el sistema de compras 
hubiera sido mucho más ágil. Asimismo, si hubiéramos tenido una causal de este tipo, también podríamos 
haber realizado la compra del repuesto en forma mucho más ágil. Pero las circunstancias fueron esas. Por 
suerte para los intereses de la ANP y del país en ese momento teníamos un contrato con la empresa china 
SDC, por lo que se hizo cargo de la obra que, en un principio, pudo ser compartida. 


Concretamente, nosotros creíamos que estábamos incluidos en el literal U) en cuando a hacer un servicio en 
competencia, pero los servicios legales de la ANP y del Ministerio nos informaron verbalmente que no lo 
estábamos y, por tanto, no lo podíamos utilizar. 


Por esta razón, solicitamos que esto se establezca a texto expreso. 


SEÑOR POSADA.- Nosotros comprendemos las dificultades de gestión que tiene la Administración 
Nacional de Puertos en cuanto al servicio de dragado. Nos parece que debemos estudiar una solución 
especial. Ahora bien, la interpretación que se propone, claramente, fuerza lo que dice el literal U) en 
esta disposición, porque está referida a la contratación de bienes y servicios para los casos de los entes 
autónomos y servicios descentralizados integrantes del dominio industrial, comercial y financiero del 
Estado, destinada a servicios que se encuentran en competencia. Nosotros compartimos la 
interpretación que se le ha dado en la Asesoría Jurídica de la Administración Nacional de Puertos y en 
el propio Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Nos parece que es lo que corresponde. Eso no 
obsta a que pueda haber una autorización de carácter especial para el caso del servicio de dragado, 
que es lo que deberíamos analizar. Es decir, ante alguna dificultad en la gestión del organismo, 
particularmente en el servicio de dragado que constituye una de las claves de la competencia del 
Puerto de Montevideo con otros puertos de la región, deberíamos agregar un literal que establezca 
algún tipo de mecanismo especial para esta situación, similar al que está previsto en el literal U) 
mencionado, que refiere a servicios en competencia dentro del plano nacional. No me parece que se 
pueda forzar una interpretación como la que se plantea en el proyecto. De todas maneras, adelantamos 
nuestra disposición a estudiar una autorización de carácter especial, porque está claro que aquí hay 
una dificultad en la gestión que afecta las posibilidades de competencia del Puerto de Montevideo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- En línea con lo que planteaba el señor Diputado Posada, 
quisiera decir que en la exposición de motivos de los legisladores que presentaron este proyecto no está 


claro si lo que se está pidiendo incorporar al literal U) es evitar los llamados a licitaciones normales 
que prevé la Administración Pública para la compra de material vinculado a las dragas del Puerto o, 
eventualmente, hasta para la propia concesión de un servicio de dragado. En la exposición de motivos 
no se desprende claramente a qué servicio se refiere. 


Nosotros tenemos una posición un poco restrictiva con respecto a evitar las licitaciones. No se trata de abrir 
en términos absolutos los llamados a licitaciones, que son los que dan garantías a todos, a ustedes, a los 
administradores y a nosotros que tenemos el deber de controlar y a los ciudadanos que pagan los impuestos, 
en la medida en que los negocios del Estado deben seguir determinado recorrido. La negociación directa en 
casos como este, que no parece ser estrictamente similar al de ANTEL, a nosotros nos genera mucha 
preocupación. 


Como decía el señor Diputado Posada y nosotros lo compartimos- estamos dispuestos a encontrar fórmulas 
para evitar esos largos procesos a que hizo referencia el señor Presidente. Ahora entendí, luego de que él 
habló, por qué está solo hoy. Es fácilmente comprensible por qué no está el Ministerio acá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar para que no quede sobrevolando ninguna suspicacia que, 
según nos informa Secretaría, la invitación fue solo para la Administración Nacional de Puertos y no 
para el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Por supuesto, comprendemos y compartimos el planteo que 
está haciendo el Presidente de la ANP en cuanto a que el Puerto necesita tener eficacia en su 
funcionamiento y rapidez de gestión, que es muy saludable para el país, pero hay que buscar otros 
mecanismos; no precisamente incorporarlos en términos generales. Estuvimos hablando con el señor 
Diputado Abdala que seguramente va a profundizar más en el tema porque lo conoce muy bien por 
haber sido Director del Puerto y opinamos que el proyecto no identifica claramente si lo que se está 
pidiendo es autorización para evitar la licitación en la compra de equipamiento para arreglar las 
dragas propias de la ANP o, eventualmente, también hacer la licitación de un dragado a terceros. No 
queda claro cuál es el objetivo. Por este motivo, me gustaría que se aclara más la situación. 


Como dijimos, tenemos una posición restrictiva con respecto a estos temas. Preferimos utilizar otros 
mecanismos y estamos dispuestos a trabajar en ellos, pero no abiertamente como se plantea en el proyecto. 


SEÑOR ABDALA.- Antes que nada, quiero dar la bienvenida al ingeniero Díaz, a quien conozco desde 
hace muchos años. Es un excelente técnico y fue muy buen Gerente de la Terminal de Contenedores. Le 
auguramos el mayor de los éxitos desde la Presidencia del Directorio. 


En la misma línea que los legisladores preopinantes, quiero hacer un planteo que tiene que ver con la utilidad 
o el verdadero sentido de este instrumento que solicita la Administración Nacional de Puertos. Si 
estuviéramos en el segundo de los planos a que hacía referencia el señor Diputado José Carlos Cardoso, es 
decir, en la necesidad de un mecanismo que permitiera una mayor eficiencia a la hora de mantener el servicio 
de dragado para que asimismo este mantenga los calados al pie del muelle, del canal de acceso y del 
antepuerto del Puerto de Montevideo tengo la impresión de que por allí vamos, creo que cabe saber en todo 
caso que el Presidente de la ANEP profundice cuál es la verdadera política del organismo en esta materia. 
¿Por qué razón? Porque el tema del servicio de dragado está en discusión en el país y en la ANP desde hace 
muchísimos años. 


Entonces, ¿le conviene el país y al Puerto de Montevideo tener un servicio de dragado fuerte, importante, 
actualizado, modernizado y, por lo tanto, cumplir por la vía de la gestión directa toda la tarea del dragado, de 
la profundización cuando corresponda o del mantenimiento, o le conviene más, por una razón de costos, 
contratar esos mismos servicios, teniendo en cuenta que permanentemente hay oferta abundante en la región 
por parte de empresas que compiten entre sí y que históricamente han brindado buenos servicios al país en 
términos de calidad y de precio? 


Esta es una vieja discusión y me interesa saber en qué está pensando el actual Directorio de la ANP porque en 
función de lo que se proponga hacer, este instrumento, alternativa o flexibilización tendrá sentido, o no. Por 
supuesto, también habrá que contemplar lo que decía el señor Diputado Posada, en el sentido de que 


cualquier solución tendrá que ser arreglada a derecho y, si en todo caso hay una opinión contraria a la que 
tiene la Asesoría Jurídica del Ministerio de Transporte y Obras Públicas si no entendí mal y, eventualmente, 
la ANP, tendremos que sopesar esto con mucho detenimiento y cuidado. 


Concretamente, quiero saber sobre ese aspecto que señalé, entre otras cosas, porque en los últimos días 
advertí que este Directorio ha contratado un servicio de mantenimiento con una empresa privada, en una 
especie de régimen de cuenta corriente, es decir, contrata determinadas horas de dragado y recurre a ellas en 
la medida de lo necesario. Entonces, me pregunto cómo se congenia todo esto para saber si realmente 
estamos frente a un instrumento que va a ser fuerte o eventualmente utilizado y, sobre todo, con qué objetivo 
se nos solicita este instrumento. Es decir, ¿el propósito es modernizar la flota, asumir los costos y que, por lo 
tanto, tengan expresión en el presupuesto de la ANP, o bajar los costos y generarle un ahorro al Estado y a la 
propia autoridad portuaria por la vía de contratar esos servicios de una manera más rápida, más eficiente y, 
por supuesto, a menor precio? 


SEÑOR DÍAZ.- Me voy a referir a ambas consultas, la primera me parece que es simplemente un 
planteo de apoyo, pero en otro sentido y no básicamente en considerar la ampliación del literal U). 


En cuanto a la inquietud del señor Diputado Abdala, quiero decir que la situación actual con respecto al 
dragado está controlada y creo que puede pasar la gestión me refiero a cuatro o cinco años sin mayores 
contratiempos. Tenemos un contrato vigente con una empresa china para el dragado del canal de acceso, cuya 
primera etapa termina en agosto. Había dos tramos opcionales: uno, del kilómetro cero al seis, y otro 
opcional, del kilómetro cuarenta y dos al cincuenta y seis. 


Ahora me voy a referir a porqué son opcionales; así salieron en la licitación. La primera etapa termina con la 
profundización del canal a doce metros, después viene un período de reposo de las aguas y de dejar 
sedimentar porque no se puede estar dragando sobre un material muy líquido, por lo menos, durante seis 
meses, según lo que dice el pliego. O sea que por seis meses no vamos a tener la draga bajo contrato 
trabajando para nosotros. 


Después vendría la segunda etapa está estipulado que cada etapa es de alrededor de diez meses y, teniendo en 
cuenta el comportamiento previsto del canal, terminamos ahora y retomamos con la empresa china casi 
dentro de un año. Esto es así, sin perder las condiciones de prestación de servicios porque la empresa, para 
poder asegurarnos el dragado que se pidió a doce metros, tiene que hacer un sobre dragado, o sea que nos 
está dejando un canal en mejores condiciones. Esto es lo normal, porque cuando se pide doce se debe dejar 
un poquito menos. Entonces, el canal de acceso, salvo tormentas o alguna rotura del veril del canal, porque 
algún barco salga fuera de rumbo o se abandone el canal antes y vaya muy cargado, no debería representar 
ningún problema. Tenemos un dragado actual, un período para observar cómo se comporta y poder tener otra 
vez material para dragar. 


La segunda etapa es de profundización, está marcada como opcional, y se pretendía ir hasta el kilómetro 
cincuenta y seis con un dragado de trece metros. Para eso necesitamos autorización expresa de la Comisión 
Administradora del Río de la Plata porque el dragado del canal está dentro de su régimen y la autorización 
vigente, también vía interpretativa, marca doce metros, o sea que hay autorización para lo que estamos 
haciendo pero para el segundo paso se requiere una autorización especial de la CARP; se redactó una nota 
solicitándola y se va a enviar. Tenemos alrededor de un año de plazo para saber si vamos a ir a trece; si no, 
iremos a doce que es lo que está marcado. 


El primer tramo recto de cero a seis kilómetros establecidos en la licitación- se marcó como opcional porque 
se pensaba que podía ser realizado por nuestros equipos. Tuvimos la falla de uno de los equipos que 
mencioné al principio, entonces, de las dos dragas que tenemos, una trabajó en el antepuerto y la otra estuvo 
en reparación, con lo cual el trabajo del tramo comprendido entre el kilómetro cero y el seis también fue 
asumido por la empresa china-brasileña. 


Como bien se dijo, firmamos un contrato por veinticuatro semanas de trabajo para alguna parte del Puerto; 
tenemos todas las áreas cotizadas; es casi un arrendamiento de la embarcación en régimen de semanas con un 
rendimiento garantizado. A través de ese acuerdo no podemos hacer que la draga venga todas las semanas y 
se vaya. Está previsto que en las veinticuatro semanas se deben cumplir tres etapas; por tanto, se trata de una 
herramienta para utilizar cuando tengamos alguna denuncia por un problema. Hablo de denuncia en el buen 


sentido, es decir, cuando quien denuncia es un práctico o una línea naviera que nos dice en qué situación se 
encuentra el canal, el antepuerto o tal atraque. Se trata de una denuncia amistosa; a través de un "e-mail" que 
nos dice que hay un problema y, si lo atendemos, no trasciende más que eso. 


Pensamos que tenemos que trabajar con nuestras dos dragas. Por el mismo sistema de compras, podríamos 
llegar a ampliar la licitación en un cien por cien, obviamente por razones fundadas. Al tener un contrato 
vigente que estamos ejecutando, si lo necesitamos, antes de que termine podemos llegar a ampliarlo. 
Podríamos en estos años hacer uso de este contrato si se dan dos condiciones: que lo necesitemos y que la 
empresa quiera mantener los mismos precios. Está establecido que si la empresa no mantiene los mismos 
precios originales, no hay acuerdo, y si no nos sirve, tampoco. 


Con respecto al análisis sobre si tercerizamos el dragado o lo hacemos con medios propios, en el estudio de 
costos claramente nos da que nos conviene hacerlo con medios propios; el ahorro es bastante grande. Espero 
no equivocarme, pero voy a citar algunas cifras. Estamos pagando alrededor de US$ 3 el metro cúbico en el 
canal contra US$ 1 que es lo que nos cuesta a nosotros. En cuanto a la decisión, sin uno analiza solo la parte 
monetaria sería claramente ventajoso trabajar con la draga de la ANP. El problema es que la necesidad de 
extraer barro es mayor a la capacidad de nuestras dragas. Es cierto que es más económico, pero no podríamos 
dar abasto para mantener todo el servicio que se requiere. 


Como política estábamos impulsando no volcar la totalidad del dragado al sector privado ni al público. En 
realidad, tenemos que buscar un equilibrio que nos sirva a ambos: al privado extranjero y a nosotros. Digo 
esto porque si, en lugar del ciento por ciento, uno decide hacer el noventa por ciento con el sector público y 
solo un diez por ciento con el privado, para una empresa grande el volumen puede resultar tan mínimo que 
quizás ni siquiera se presente a una licitación, en la medida en que ello no le resultaría rentable, teniendo en 
cuenta lo que se tarda en movilizar la draga y los costos asociados. Obviamente, lo que quieren las empresas 
privadas que han trabajado hasta ahora en el puerto es el contrato más ventajoso posible. Me refiero a que 
cuantos más metros cúbicos licite la Administración, mejor. Esa es la forma de obtener mejores precios, que 
también responde a la conveniencia de la empresa extranjera. 


De manera que estamos buscando un equilibrio para optimizar nuestros recursos, que son las dragas y su 
capacidad y, por otro lado, tener una oferta hacia afuera que haga posible que sigan cotizando empresas 
privadas. 


En cuanto a si tenemos muchas ofertas o muchos oferentes, la situación va cambiando. Al principio teníamos 
muchos oferentes pero muy pocos precios. Había distintas empresas que ofrecían el mismo precio por metro 
cúbico y las variantes estaban en un rango muy cercano de precios. Nuestro sistema de compras indica que 
cuando las ofertas difieren en un 5% podemos pedir mejora de precios. Ahora bien: recurrimos a este 
mecanismo más de una vez y el resultado fue que no mejoraban los precios sino que se mantenían las mismas 
condiciones. 


En la última licitación que hicimos tuvimos oferente único. Anteriormente se presentaban Boskalis, Dredging 
International, Jan de Nul y la empresa china Shanghai Dredging Company, pero al último llamado se 
presentó esta como único oferente. Eso no nos hace bien a la hora de comparar los precios, porque estamos 
diciendo que nos sirve llamar a licitación para tener varias ofertas pero estas solo se efectivizan si el volumen 
es grande. Por lo menos eso es lo que yo pienso: si el volumen es muy chico, no se presentan. La otra razón 
de que no estén viniendo puede ser que, por otras licitaciones internacionales que ha habido, las empresas 
saben que los precios son muy bajos y las que usualmente trabajaban acá no están cotizando. 


En resumidas cuentas, lo que nosotros pretendíamos al incluir una herramienta como la excepción era, 
precisamente, que este proceso de compra no fuera el habitual sino una excepción. El proceso de compra 
habitual debería ser una licitación, tanto para obras como para repuestos. No tengo dudas de que eso nos hará 
bien a todos. El tema es que si uno tiene una herramienta para usar, siempre tiene un Plan B. En ese sentido, 
pedimos que se advierta que el puerto, con el servicio de dragado, está en competencia con los puertos 
vecinos y que una mala gestión en el dragado puede perjudicar toda la actividad. Para nuestra tranquilidad, 
creo que por estos años tenemos el problema cubierto con los equipos propios, que ahora quedaron 
operativos y están siendo utilizados, con el esquema actual de licitaciones adjudicadas. Y como mecanismo 
para mejorar lo nuestro, pensamos que la incorporación de una draga nueva debe ser el proceso que nos guíe. 


Ahora bien, una draga nueva requiere aprobación en el Presupuesto para luego ser construida. Una vez que se 
le dé aprobación, pensamos que en dos años podríamos contar con esa draga. La gestión ya comenzó, y el 
dragado y la competencia con los puertos ya está. De manera que, por más que apuntemos a una draga nueva 
los distintos Directores después podrán hacer sus comentarios, no veo que ese sea un camino inmediato. Lo 
que estamos pidiendo es que nos proporcionen una herramienta para usar con discrecionalidad. Obviamente, 
los que van a aprobar o no la norma son los legisladores. Nosotros queremos decirles que no se trataría de 
una herramienta de uso diario sino eventual y ante razón fundada, pero que nos daría una tranquilidad en la 
gestión y en la política de manejo del dragado. Advierto que el señor Diputado José Carlos Cardoso la ve 
como una herramienta muy potente. Bueno, se podrá intentar limitar esa potencia para que no se use mal, 
pero el objetivo nunca sería el de usarla mal sino tener una herramienta potente para el caso de que tengamos 
problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El ingeniero Díaz decía que estaba el contrato con la empresa china Shanghai 
Dredging Company. Por otra parte, mencionó que había una especie de arrendamiento semanal. ¿Es 
con la misma empresa? 


SEÑOR DÍAZ.- Efectivamente. En la última licitación la única empresa que se presentó fue la 
Shanghai Dredging Company. 


SEÑOR GANDINI.- La primera conclusión que saco es que esto no es urgente, porque ya hay una 
licitación en marcha y en un horizonte inmediato existe una solución tomada. 


La segunda conclusión es que se quiere avanzar en un mecanismo de excepción. En ese sentido, es bueno 
recordar la legislación vigente. El TOCAF, en su artículo 33, prevé la excepción de urgencia de modo 
general. Recién decíamos con el Diputado José Carlos Cardoso que si se rompe la draga cuando se está 
dragando se va a poder reparar sin hacer licitaciones y que el Tribunal de Cuentas lo va a aceptar, porque hay 
una razón de urgencia. 


Este es un tema que el Parlamento ha ido incorporando por la vía de excepción en las leyes de Presupuesto y 
de Rendición de Cuentas. Es una típica norma de esa naturaleza, en la medida que modifica la forma de 
adquirir que tiene el Estado y lo hace, en particular, en un ente autónomo, un servicio descentralizado de 
estas características, regulado por el artículo 221 de la Constitución, cuyo presupuesto no es aprobado por el 
Parlamento Nacional. El Parlamento no tiene contralor sobre las empresas públicas, sobre los entes 
industriales y comerciales. El control lo ejerce el Poder Ejecutivo en virtud de la aprobación del Presupuesto 
realizado a través de la OPP. De manera que el contralor está lejos de nuestro alcance. Por otra parte, son las 
empresas públicas las que generan mayores ingresos, cuando los generan, o déficit, cuando los tienen. 
Algunos son estructurales, como el de PLUNA, El Correo o AFE, y otros ocasionales, como el de UTE en el 
período pasado, que fue una de las causas centrales identificadas como parte del déficit que se generó en ese 
tiempo, en virtud de la sequía y de la necesidad de desarrollar otros mecanismos para la generación de 
energía eléctrica. Reitero que eso está fuera de nuestro contralor. Siempre ha sido el Poder Ejecutivo el que 
solicita estos mecanismos de excepción para ser incorporados por la vía legal en la Rendición de Cuentas o 
en la Ley de Presupuesto. Estamos en los albores de ambas: de una Rendición de Cuentas ya ingresada y de 
un Presupuesto que entrará en los próximos sesenta días. 


Sugiero que consultemos este tema con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas cuando sus integrantes 
comparezcan ante esta Comisión. También sería bueno contar con la presencia de los Diputados que han 
propuesto esta iniciativa. Llamativamente, no ha sido el Poder Ejecutivo el que ha propuesto una manera 
diferente de gestionar estos recursos públicos sino cuatro parlamentarios del partido de Gobierno. A lo mejor, 
deberían comparecer aquí para darnos los fundamentos de por qué opinan que debe utilizarse este 
mecanismo. 


Pero me parece que este análisis deberá hacerse en el contexto del debate presupuestal y de otras excepciones 
que pueda incluir el Poder Ejecutivo en el marco de la reforma del Estado, en la que tanto se habla de agilizar 
los mecanismos de compra y modificarlos. A lo mejor vienen otras excepciones, por lo que este tema 
deberíamos visualizarlo en ese contexto, discutirlo, conocer la opinión del Poder Ejecutivo y, luego, definirlo. 
Creo que no debemos considerarlo en forma aislada, en un debate aparte que, a mi entender, nos insumiría 
mucho tiempo y sería inconducente. Tenemos que discutirlo teniendo en cuenta la realidad, sobre todo porque 


refiere a un ente autónomo o un servicio descentralizado que no podemos controlar de otra manera más que 
la que el TOCAF establece para sus adquisiciones. 


SEÑOR MUJICA.- Más allá del análisis del momento en el que debemos tratar este tema podemos 
discutirlo, quiero hacer una consideración. 


En general, en el sector privado estas discusiones las solemos tener quienes trabajamos en producción con los 
gerentes administrativos y, sobre todo, con los contadores. Para los contadores las compras son compras, pero 
nosotros sabemos que comprar un repuesto es distinto a comprar biromes o pintura para las paredes. Cada 
compra tiene un significado particular dentro del proceso productivo, y la compra de los repuestos de la 
maquinaria suele ser un paso limitante en todo el proceso. Por tanto, tengo una formación que me lleva a 
respaldar las solicitudes que hace el sector de producción para tener más flexibilidad al momento de 
aprovisionarse, para tener más capacidad de movimiento rápido. 


Digo esto en términos generales. Entiendo que estamos ante un organismo del Estado y que debemos tener 
controles. No estoy en contra de esto. Inclusive, podemos estudiar la posibilidad de hacer una redacción más 
específica, que establezca que esto rige solo para la adquisición de repuestos. 


Estamos frente a un caso típico, que uno siente que ha vivido muchas veces. Es necesario respaldar a la gente 
que está al frente de la gestión directa porque suelen ser quienes tienen el termómetro real de la situación. 


Simplemente quería hacer esta consideración, que ya implica una disposición positiva respecto al proyecto, 
más allá de que podemos ponernos de acuerdo con la oposición sobre el momento de analizarlo y el formato 
final del artículo único. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero solicitar alguna información porque creo que la discusión va más allá de 
cuestiones de mera administración 


Voy a insistir con lo que planteé en mi intervención anterior, pero no con el afán de generar un debate porque, 
entre otras cosas, nos quedan pocos minutos de sesión. 


Me parece que esta decisión se vincula con el modelo de sistema portuario vigente en el país y con aquel al 
que queremos llegar. 


Desde el año 1992 se ha seguido un camino que ha implicado abandonar el viejo esquema de puerto 
operador, en el que el Estado desde la ANP operaba todos los servicios, para pasar a un modelo de puerto 
propietario, es decir, el Estado propietario de las infraestructuras y el sector privado, en régimen de 
competencia, cumpliendo la actividad. En medio de todo eso se ha dado esta discusión sobre el servicio de 
dragados a la que aludía antes. Sin ninguna duda, el instrumento que aquí se nos solicita, más allá de las 
bondades o de su juridicidad que es muy importante, tiene significación en esa otra discusión 


A esta altura de las circunstancias, el modelo que se impulsó a partir del año 1992 ha sido legitimado, 
apoyado y aprobado por todo el sistema político. Sin ir más lejos, me remito a las opiniones del Presidente de 
la ANP del período anterior por cierto, no era de mi partido sino del partido de Gobierno, quien claramente 
dijo con razón que el país había recorrido un camino exitoso en ese sentido. 


Entonces, creo que para resolver esto tenemos que darnos tiempo. Por eso lo que planteaba el señor Diputado 
Gandini es más que sensato. Además, creo que no alcanza con que la ANP solicite el instrumento por una 
razón de buena administración. Es necesario conocer la opinión del Poder Ejecutivo como titular de la 
política portuaria. En ese sentido, y desde mi punto de vista, la opinión del señor Ministro de Transporte y 
Obras Públicas es absolutamente indispensable. 


Sin perjuicio de esto y para ir avanzando, quisiera hacer una solicitud al Presidente de la ANP. El ingeniero 
naval Díaz hizo referencia a un estudio comparativo o a una serie de informes e investigaciones de mercado 
que realizó el organismo con relación a la conveniencia o no de cumplir el servicio de dragado por gestión 
directa o por contratación. Sería interesante que pudiéramos contar con ese estudio para analizando. Digo 
esto porque, entre otras cosas, muchas veces en estos análisis comparativos los términos son bastante 
relativos, ya que uno puede tener dos cifras finales, pero hay que ver a qué corresponden. En el caso de la 


cotización de un privado es claro que es el precio que se nos pide por la contraprestación de un servicio. Sin 
embargo, en el caso del precio hipotético o teórico del Estado para cumplir el mismo servicio, todos sabemos 
que puede ocurrir y de hecho acontece que algunos costos se licúen en los costos generales del organismo 
desde el punto de vista, por ejemplo, de la mano de obra, que siempre es un componente muy importante. 
Aclaro que no estoy descalificando a priori un informe que no conozco. Me quedo muy tranquilo si el 
ingeniero naval Díaz es quien ha trabajado en él porque lo conozco bien y sé de su honestidad intelectual y de 
su rigor profesional. 


Repito que me parece que sería interesante saber cómo se descomponen esas dos cifras, esa cotización o ese 
precio por metro cúbico extraído, al que hacía referencia el Presidente de la ANP y, en definitiva, cuáles son 
los costos fundamentalmente en el caso del precio referido a la gestión directa del Estado que están detrás de 
esto. 


SEÑOR DÍAZ..- No tengo problemas en aportar el estudio. Aclaro que no se hizo con el fin de saber si 
teníamos que seguir licitando o si teníamos que realizarlo nosotros. Se hizo para justificar la compra de 
una draga. Para tranquilidad de todos digo que desde hace unos años cambiamos el sistema de costeo, 
lo que nos permite identificar adecuadamente, por unidad de negocio, los costos relacionados. Tampoco 
nos sirve mentirnos a la hora de hacer una compra. Realmente apuntamos a que no genere perjuicios, 
sea algo analizado y se elija la mejor opción. Comenté que lo mejor para nosotros sería hacer el 
dragado, pero no en su totalidad por los motivos que manifesté 


Me voy con un sabor amargo porque entiendo que lo que estamos pidiendo es una flexibilización, mayores 
herramientas para poder trabajar, y nunca una herramienta para usar mal. Debo decir que la razón de urgencia 
la hemos usado en contadas ocasiones porque es un mecanismo de excepción. A su vez, tenemos un 
mecanismo de compra directa, pero por montos muy bajos. Muchos repuestos menores los podemos comprar 
directamente, pero la contratación directa no significa llamar a una única empresa. Hay un proceso interno 
por el que se pide precios a los proveedores que están inscriptos. Es decir que no salimos a comprar de 
cualquier manera. 


Por otra parte, se hizo mención a la ley de puertos y al pasaje de puerto operador a puerto propietario. 
Comparto que eso se hizo y que la ley fue dinamizadora. En eso estuve de acuerdo con el ingeniero 
Puntigliano, y no tengo problema en reconocerlo. Pero debo decir que hay un aspecto en el que no se trabajó 
en esa ley, y es la regulación de los servicios. Hoy tenemos el problema este no es el ámbito para decirlo pero 
aprovecho a mencionarlo porque se habló del tema de que los servicios están desregulados. La ANP no tiene 
injerencia en todos los precios que cobra el sector privado. En realidad, todo es privado, porque el sector 
exportador también lo es. 


Lo que quiero decir es que los que trabajan para nosotros al principio realmente fueron dinamizadores. En 
este momento consideramos que están trabajando bien, pero no tenemos cómo saber si sus costos son 
elevados o no. Lo que sí vemos es que desde el año 1992 hasta la fecha aparecieron nuevos conceptos 
tarifarios que solo algunas empresas saben por qué los pusieron. Cuando la ANP pide explicación de cómo 
llegan a establecer un nuevo concepto, aquel que es operador portuario exclusivamente y hace un registro nos 
da los datos, pero no tenemos cómo actuar. Al que es concesionario, que tiene un espacio y está unido a 
nosotros por una relación contractual, sí podemos preguntarle por qué se apartó los precios máximos, pero al 
resto de los operadores, no. La queja no sale de nosotros sino del sector exportador. Sé que esto se debería 
plantear en otro ámbito, pero quería dejar claro que, si bien compartimos el efecto dinamizador que tuvo la 
ley de puertos, en mi opinión no previó el tema de la regulación. Y hoy, a la hora de hablar de la 
competitividad del Puerto, tenemos el problema de que solo se miran las tarifas públicas, pero gran parte de 
la no competitividad o de la pérdida de competitividad está directamente ligada al sector privado. 


Para finalizar, quiero señalar que la herramienta que estamos pidiendo es una interpretación, porque se nos 
explicó que no estábamos comprendidos a texto expreso, y no es para cualquier compra de la ANP sino para 
las compras de un sector específico como es el dragado. No estamos pidiendo autorización para comprar 
cualquier cosa sino solamente lo que tiene que ver con las dragas, y si hubiera que limitarlo obviamente, 
cuanto más amplia es la herramienta mejor estoy de acuerdo con lo que se dijo recién en cuanto a que es para 
los equipos propios. Son estos los que realmente queremos tener en servicio para poder ahorrar dinero, y para 
ello me baso en el estudio que mencioné anteriormente. Si no tenemos esa herramienta o no podemos usar la 
razón de urgencia adecuadamente, en definitiva vamos a tener que utilizar otra que nos va a costar más 


dinero, que es la licitación con el sector privado. Digo esto pensando en los precios de las últimas 
licitaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita del ingeniero naval Díaz. No queremos que se vaya 
abrumado por la conversación, pues todavía queda mucho por hacer en esta Comisión. 


Dado que a esta hora comienza la sesión de la Asamblea General, por razones reglamentarias se levanta la 
reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


